SALA DE CASACIÓN SOCIAL
ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado Dr. ALFONSO VALBUENA CORDERO.

 


En el juicio que por beneficio de jubilación especial, diferencia de prestaciones sociales, daños y perjuicios y daño moral sigue el ciudadano, ERNESTO RIVAS representado judicialmente por la abogada Yraida Peter, contra la COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA, (C.A.N.T.V.), representada judicialmente por los abogados Leopoldo Borjas H., José Antonio De Miguel, Alejandro Graterol Marín, Justo Oswaldo Páez Pumar, José Manuel Ortega Pérez, Rosa Amalia Paéz Pumar de Pardo, Enrique Lagrange, Arminio Borjas hijo, Rosa Elena Martínez de Silva, Manuel Acedo Sucre, Carlos Eduardo Acedo Sucre, Mariela Morreo, Alfonso Graterol Jatar, José Manuel Lander Capriles, Adriana Pérez Camero, María Eva Carrillo, Oscar Álvarez Maza, Gustavo Moreno Mejías, Valentina María Valero Estrada, Carol Cristina Nuñez López, Gonzalo Ponte-Dávila Stolk y Rosemary Thomas, el Juzgado Superior Tercero accidental del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo en reenvío, dictó sentencia en fecha 04 de abril del año 2001, mediante la cual declaró, primero sin lugar la prescripción de la acción interpuesta por la empresa demandada, segundo sin lugar el pago por conceptos salariales dejados de percibir, tercero sin lugar el pago de los daños y perjuicios causados por hecho ilícito, cuarto sin lugar el pago por daño moral y quinto con lugar el derecho a la jubilación especial convencional con la inclusión de todos los beneficios contractualmente establecidos a favor del jubilado.

 


Contra este fallo de la alzada, anunció recurso de casación, el abogado Alfonso Graterol Jatar, en su carácter de apoderado judicial de la parte demandada, el cual fue admitido.

 


Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 26 de junio del año 2001. En fecha 10 de julio del mismo año fue formalizado el recurso de casación anunciado por la parte demandada. No hubo impugnación 

 

En fecha 11 y 20 de julio del año 2001 respectivamente los Magistrados Juan Rafael Perdomo y Omar Mora Díaz, manifestaron tener motivos de inhibición para conocer del presente asunto.

 


Declaradas con lugar las inhibiciones de los Magistrados Omar Mora Díaz y Juan Rafael Perdomo, se procedió a convocar a los conjueces o suplentes respectivos.

 


Manifiesta la aceptación de los respectivos conjueces y suplentes para integrar la Sala Accidental, la misma quedó constituida en fecha 08 de agosto del año 2001 de la siguiente manera: Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO y la segunda suplente Dra. MARÍA CRISTINA PARRA, Presidente y Vicepresidente respectivamente y el segundo conjuez Dr. FRANCISCO CARRASQUERO LÓPEZ. Se designó Secretaria a la Dra. Birma I. Trejo de Romero. El Presidente electo, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se reservó la Ponencia del presente asunto.

 


En fecha 09 de agosto del año 2001, el Juzgado de Sustanciación declaró concluida la sustanciación del presente asunto.

 


Cumplidas las formalidades legales y siendo la oportunidad legal para ello, pasa esta Sala de Casación Social (Accidental) a decidirlo bajo la Ponencia del Magistrado Dr. Alfonso Valbuena Cordero, previas las siguientes consideraciones:

 

CASACIÓN DE OFICIO

 

En ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, de casar de oficio el fallo recurrido con base en las infracciones de orden público y constitucionales que allí encontrase, aún cuando no se las hubiese denunciado o denunciados no se cumpla con la técnica para ello, la Sala pasa a decidir, sobre la base de las siguientes consideraciones:

 

En el caso de autos, esta Sala al realizar un estudio de las actuaciones ocurridas, constata la infracción por parte de la recurrida de la preceptiva del artículo 99 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación.

 

La recurrida en su parte pertinente expresa:

 

“Como se evidencia en el libelo de la demanda, el actor reclama de una parte, el pago de conceptos salariales que al momento de su liquidación no le fueron reconocidos, y de igual modo reclama también el pago de la indemnización por daños y perjuicios, daño moral y de otra, el reconocimiento de la jubilación especial convencional prevista en el Anexo ‘C’ que forma parte de la Convención Colectiva de Trabajo denominado ‘Plan de Jubilaciones.’

 

(OMISSIS).

 

PRUEBAS DE LA PARTE ACTORA

 

(OMISSIS).

2.- Solicitada por el accionante la Prueba de Posiciones Juradas en el escrito libelar y admitida por el Tribunal en fecha 05 de junio de 1995, quedó citada para absolverlas la representación judicial de la demandada. Con fecha 27 del mismo mes de junio de 1995, compareció la co-apoderada judicial designada por la absolvente, según consta de diligencia de la misma fecha (folio 63, 1ra pieza del expediente). Del análisis de sus deposiciones este Tribunal Superior constata que el ciudadano Ernesto Rivas firmó el Acta levantada en fecha 05 de abril de 1994, en las oficinas de atención laboral de la CANTV, que la absolvente no estuvo presente al momento de su suscripción, que la Planilla de Liquidación de Prestaciones Sociales es posterior a la fecha del Acta. De igual modo, la parte peticionaria de esta prueba al estar dispuesta a su vez a absolverlas recíprocamente a la contraria, con fecha 30 de ese mismo mes, compareció al Tribunal a fin de cumplir con tal carga procesal, respondiendo que era cierto que el ciudadano Ernesto Rivas envió comunicación fechada 24 de marzo de 1994 a la Gerencia de Atención Laboral de la demandada solicitando la terminación de la relación laboral, por cuanto fue llamado por los empleados de cargos superiores para ser notificado de que ‘ya estaba mayor para la empresa y que dentro de una política de privatización, él quedaba despedido’, ofreciéndosele un plan de retiro convenido, con el pago de una triple indemnización; que el acta fechada 05 de abril de 1994 contempla la terminación de la relación laboral por voluntad común de las partes y que en la misma el demandante optó por el beneficio contractual de la jubilación especial, por actuar bajo prmura (sic), porque cumplía con el plan de retiro convenido por tener 27 años desempeñándose en el cargo y porque la firma de la misma no fue ante un Inspector de Trabajo, ni ante los Tribunales y no estuvo asistido de Abogado, ni de ninguno de los miembros del Sindicato. Prueba ésta, que la Sentenciadora valora, por estar llenos los requisitos de Ley. Así se decide.

 

(OMISSIS).

 

PRUEBAS DE LA DEMANDADA

 

(OMISSIS).

 

2.- Marcado ’B’: Copia simple del Anexo ‘C’, denominado ‘Plan de Jubilaciones’ del Contrato Colectivo de Trabajo, período 1993-1994. En cuyo Artículo 4°: Requisitos para optar a la Jubilación, Ordinal 3°, se prevé la denominada ‘Jubilación Especial’ y el Artículo 5° conoce del Carácter Opcional del Plan de Jubilaciones. Tales disposiciones son del siguiente texto:

 

Artículo N° 4: Requisitos para optar a la Jubilación:

 

3.- JUBILACIÓN ESPECIAL:

Es a la que podrá optar el trabajador que tenga acreditados catorce (14) o más años de servicios en la Empresa, y se haya resuelto su despido por alguna causa no prevista en el Artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo. En este caso será potestativo del trabajador recibir la totalidad de sus prestaciones legales y contractuales contempladas en la cláusula ‘Pago de Beneficios e Indemnizaciones por Terminación del Contracto de Trabajo’, más cualquier indemnización adicional que puede corresponderle si fuere el caso, o acogerse al beneficio de la jubilación en los términos establecidos según este anexo. De optar el trabajador por esta última alternativa (jubilación), sólo recibirá el pago de los beneficios e indemnizaciones normales por terminación del contrato de trabajo los cuales se refiere la cláusula ‘Pago de Beneficios e Indemnizaciones por Terminación del Contrato de Trabajo’...

 

Artículo N° 5: Carácter Opcional del Plan de Jubilaciones:

 

1.- El Plan de Jubilaciones es opcional en el sentido que el trabajador no está obligado a acogerse a sus previsiones, aún cuando reúna todas las condiciones exigidas para optar a alguno de los tipos de jubilación.

 

2.- Sí un trabajador que reúna las condiciones exigidas para alguno de los tipos de jubilación, se acoge al Plan de Jubilación, tendrá derecho a los beneficios establecidos en el presente documento, y además al pago de los conceptos contemplados en la cláusula 71 ‘Pago de Beneficio e Indemnizaciones por Terminación del Contrato de Trabajo’ del contrato colectivo de trabajo, según le corresponda.’

 

De tal instrumento se constata el reconocimiento que hace el empleador a los trabajadores cantevistas de obtener la jubilación denominada ‘especial’, cumplidos como hayan quedado los requisitos que en forma acumulativa se expresan, estos son: 1.- haber cumplido catorce (14) años o más como trabajador para dicha empresa y 2.- que no se haya resuelto la salida del mismo por algún motivo contemplado en las causales justificadas de despido, previstas en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo. En el caso concreto el trabajador Ernesto Rivas decidió optar por la aplicación de esta cláusula de beneficio especial, vale decir, eligió que le pagaran la totalidad de sus prestaciones legales y contractuales previstas en el Contrato Colectivo de Trabajo (período 1994-1994: ‘Pago de Beneficios e Indemnizaciones por Terminación del Contrato de Trabajo’) más la indemnización adicional, tal como se lee de la planilla de Cálculo de Prestaciones Sociales de fecha 29.05.94, cursante al folio 36 de la 1ra pieza del expediente.

 

De las pruebas promovidas por la demanda, este Tribunal Superior valora entonces la prueba documental marcada ‘A’: contentiva del Acta fechada 05 de abril de 1994 y de la marcada ‘B’: contentiva del Anexo ‘C’ denominado ‘Plan de Jubilaciones’ de la Convención Colectiva de Trabajo, período 1993-1994. Así se establece.

 

(OMISSIS).

 

CONCLUSIONES

 

Analizadas como han sido las pruebas promovidas por las partes en este proceso, este Juzgado Superior Accidental, actuando como Tribunal de Reenvío, procede de seguidas a estampar sus conclusiones con respecto al presente juicio.

 

(OMISSIS).

 

TERCERO: Que la validez del Acta fechada 05 de abril de 1994 quedó cuestionada al manifestar el actor que la suscripción de la misma fue inducida mediante engaño, conllevándolo a errar en la opción elegida, al considerar que el pago de las prestaciones sociales legales y contractuales más la cantidad adicional prevista en el Anexo ‘C’ –Plan de Jubilaciones-, que en un todo constituían el pago triple de la indemnización de antigüedad le era más favorable que optar por el beneficio del derecho a la jubilación especial. Por tanto, el Acta en cuestión es reputada nula y sin ninguna validez, toda vez que  como quedó expresado tampoco aparece como ‘transacción laboral’ a tenor de lo previsto en el artículo 3 de la Ley Orgánica del Trabajo, por cuanto no cumple con los requisitos que dicha disposición contempla, no fue celebrada ante el funcionario competente del trabajo y no contuvo una relación circunstanciada de los hechos que la motivaron. Así se decide.”

 

De la lectura de la sentencia recurrida, se evidencia que el juzgador luego de hacer todo un análisis de las pruebas promovidas por las partes y de la sentencia emanada de esta Sala de Casación Social, en donde se establece el criterio sustentado sobre la prescripción de la acción que deriva de la relación de trabajo, así como la prescripción de la acción cuando se reclama la jubilación especial, concluyó estableciendo que, como consecuencia de la nulidad del acta fechada el 05 de abril de 1994, el trabajador Ernesto Rivas fue despedido de la empresa de manera injustificada.

 

A tal conclusión arriba el sentenciador de la recurrida al analizar el acta suscrita por la empresa demandada y el trabajador, de la cual extrae, que dicha acta, “quedó cuestionada al manifestar el actor que la misma fue inducida mediante engaño, conllevándolo a errar en la opción elegida, al considerar que el pago de las prestaciones legales y contractuales más la cantidad adicional prevista en el anexo sobre el plan de jubilaciones, que en un todo constituían el pago triple de la indemnización de antigüedad, le era más favorable que optar por el beneficio del derecho a la jubilación especial.” Continúa señalando la recurrida que “el acta en cuestión es reputada nula y sin ninguna validez, toda vez que como quedó expresado tampoco aparece como transacción laboral, por cuanto no cumple con los requisitos exigidos por la Ley Orgánica del Trabajo en su artículo tercero y como consecuencia de la nulidad del acta suscrita entre las partes en fecha 05 de abril de 1994, el trabajador fue despedido de la empresa de manera injustificada.”

 

En virtud de la precedente declaratoria efectuada por el juzgador de alzada, estima esta Sala conveniente señalar lo dispuesto en el artículo 99 de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual señala:

 

“Se entenderá por despido la manifestación de voluntad del patrono de poner fin a la relación de trabajo que lo vincula a uno o más trabajadores.

 

Parágrafo Único.- el despido será:

a) justificado, cuando el trabajador ha incurrido en una causa prevista por la Ley; y

b) injustificado, cuando se realiza sin que el trabajador haya incurrido en causa que lo justifique.”

 

Pues bien, de la disposición antes señaladas se infiere, que el despido injustificado se determina cuando el trabajador no haya dado razón para ello, o lo que es lo mismo y como lo señala la misma Ley, cuando el trabajador no haya incurrido en causa que lo justifique, señalando a su vez la Ley Orgánica de Trabajo en su artículo 102, los hechos del trabajador que se consideran causas justificadas de despido por parte del patrono, en todo caso y como lo señala el autor Rafael Alfonzo Guzmán en su obra Nueva Didáctica del Derecho del Trabajo “El incumplimiento debe ser grave para ser considerado causal justificada de despido, o de retiro. Aunque el catálogo de faltas del trabajador (Artículo 102), o del patrono (Artículo 103), representa un enunciado de hechos objetivamente graves, ello no excluye que por lo regular, la apreciación de la gravedad de la causal quede a criterio del juzgador (Inspector, Juez). De ese modo, si la inasistencia injustificada al trabajado durante tres días hábiles en un mes, constituye una falta cuya gravedad no requiere ser especialmente ponderada, por estar presupuesta claris verbis por el legislador, las restantes causales exigen del funcionario encargado de calificar la falta la valoración del hecho en sí, sus consecuencias dañosas, y demás circunstancias concurrentes, a fin de que el despido o el retiro luzcan como una consecuencia lógica, proporcionada e inmediata del incumplimiento de la otra parte.”

 

En este sentido al no presentarse estos supuesto o al no estar subsumido el despido del trabajador en uno de estas causales, previa la calificación de la falta por parte del juzgador según la valoración del hecho, se considerara que el despido es injustificado. Igualmente considera la Ley Orgánica del Trabajo, que el despido es realizado sin justa causa, cuando en el procedimiento de estabilidad el patrono que despida a uno o más trabajadores no haya participado dicho despido al Juez de Estabilidad Laboral. 

 

En el presente caso, el Juez debió aplicar en virtud del hecho controvertido el artículo 99 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual define el acto jurídico del despido, a la vez que establece cuándo dicho acto es justificado e injustificado, para así, previo el estudio de los alegatos expuesto por ambas partes así como también de las pruebas que cursan en autos, determinar lo injustificado o no del despido.

De lo anteriormente expuesto, se colige que la aplicación del artículo 99 de la Ley Orgánica del Trabajo es determinante en el dispositivo del fallo, pues con la determinación del despido justificado o injustificado, de acuerdo a los preceptos establecidos en la Ley, se podrá establecer el monto a cancelar por conceptos de prestaciones sociales derivados de la relación de trabajo, por lo que la declaración de  nulidad del acta suscrita por las partes no debe considerarse como causal que determine lo injustificado del despido y mucho menos bajo este fundamento condenar al demandado al pago doble de las prestaciones.

 

En consecuencia, la recurrida violó flagrantemente el dispositivo del artículo 99 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación, razón por la que esta Sala declara de oficio la procedencia de la presente delación. Así se declara.

DECISIÓN

 

En virtud de lo antes expuesto, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social (Accidental), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CASA DE OFICIO la sentencia dictada en fecha 04 de abril del año 2001 por el Juzgado Superior Tercero Accidental del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.

 

En consecuencia, se repone la causa al estado de que sea dictada nueva sentencia por el Tribunal Superior que resulte competente sin incurrir en el vicio señalado.

 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal Superior ya identificado el cual deberá ceñir su decisión a la doctrina establecida en el presente fallo, de conformidad con el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social (Accidental) del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  trece (13) días del mes de noviembre del año dos mil uno. Años: 191° de la Independencia y 142° de la Federación.

 

El Presidente-Ponente,

 

 

____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

La Vicepresidenta,

 

_____________________

MARÍA CRISTINA PARRA

 

                                                          El Conjuez,

 

_______________________________

FRANCISCO CARRASQUERO LÓPEZ

 

 

La Secretaria,

 

_________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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